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examinada por el Juez que consideró Que la cantidad que en tal
concepto corre.spondía fijar debía ser asignada al hijo. menor del
fallecido. Finalmente, es patente Que la Sentencia fue notificada a
los ahora reclamantes, que en el mismo momento manifestaron su
propásitode interponer apelación contra la misma. conforme
autoriza el art. 13 del Decreto de 21 de noviembre de 1952.

Resulta de lo que hasta aquí expuesto que los recurrentes en
amparo actuaron y fueron temdos como partes mijo cualquiera de
las denominaciones que recoge nuestra Ley procesal, en todo el
procedimiento ante "tI Juzgado de Distrito que', sin embarg~ a la
hora de la apelación contra la resolución que pone ténnino al
proceso en aquella instancia, les niega el remedio de la apelación
«al no ser partes en el presente procedimiento».

Tal conducta, que contrasta con la seguida en los anteriores
trámites procedimentales, se revela como falta de la necesaria
coherencia que deben presidir las sucesivas fases del proceso.
pudiendo, calificarse la denegación de admisión de la apelación.
segun afirma el Ministerio Fiscal. de arbitraria como inmotivada e
ilegal. .

Quinto.-Alegan los demandantes de amparo que la providencia
del Juez r:fe Distrito que inadmitió la apelación contra la Sentencia
anteriormente pronunciada, supuso. asimismo. la denegación del
derecho a la tutela efectiva que recoge el arto 24 núm. 1 de la CE
Y originó una situación de indefensión vedada por la propia
Constitución. Al haberse alegado tal vulneración. no en el escrito
de queja, que fue inadmitido por Auto del Juez de Instrucción. sino'
en el~posteriorde reforma, la Sección Segunda de esta Sala entendió
inicialmente que no se había dado cabal cumplimiento al requisito
o presupuesto de inadmisibilidad del recurso de amparo al que se
refiere el art. 44 núm. 1. c) de la LOTC por no haberse invocado
formalmente en el proceso el derecho constitucionalmente vulne­
rado tan pronto corrio. una vez conocida la violación. hubiere lugar
para ello.

_Sin que quepa duda alguna sobre cual ha sido el acto del órgano
judicial que está en el origen inmediato y directo de. la vulneración
constitucional alegada, adujo, sin embar$o et Ministerio Fiscal, que
la queja, aunque no incorporara la Invocación formal, versa
precisamente sobre la petición de tutela del mismo frente a la
resolución judicial del inferior que excluía a los recurrentes de un
medio de defensa procesal reconocido en las leyes. La aplicación de
un criterio finalista movió a la Sección a levantar en este caso una
interpretación rigurosa del arto 44 numo 1. e) de la LOTe con el
propósito de llevar a cabo, en último término, el examen de una
hipotética vulneración de un derecho constitucional consagrado en
el arto 24 núm. l de -la CE. que habria cerrado el paso a los
demandantes a la utilización de un medio impugnativo reconocido
en la Ley procesal.

Sexto.-La doctrina de este Te en relación con el derecho a una
tutela judicial efectiva, parte del reconocimientó del derecho al
acceso a la justicia, que comprende el derecho a la utilización de los
recursos establecidos por la Ley, derecho que no puede obstaculi­
zarse o desconocerse por la aplicación de criterios o causas
impeditivas. irrazonables o irrazonadas.

Como' es sabido en el proceso de faltas está· es~blecido el
sistema de doble instancia y prevista y rC&utada la apelación contra
la Sentencia del Juez de Instancia. El derecho a apelar se reoollO<U
quienes hayan actuado en el proceso como j18rteS, bajQ cualquiera
de las denominaciones que se recogen en la Ley procesal, incluidos
~los demás interesados» (vid. art. 14 del Decreto de 21 de
noviembre de 1952), lo cual hace patente la l1eltibilidad que cobra
el concepto de parte en este tipo de procesos, Y por 1ó que respecta
al caso examinado, la irrazonada actuación· en que' ha lOcurrido el
Juez de Instancia al denegar, por providencia. la apelación a los
interesados que hablan sido tenidos en el proceso precedente como
partes. En consecuencia y como quedó. expresado en nuestra
sentencia 68/1983. 4<cuando se declare la inadmisión de un recurso
en vía jurisdiccional sobre la base de una causa inexistente, tal
ilegalidad es también una inconstitucionalidad. ya que afecta al
contenido del derecho fundamental del art. 24 de la CE y por ello
este Tribunal puede entender de la existencia de aquella causa.
especialmente en los casos en que se ha producido un error
pate-nte». •

Procede, en consecuencia. reconocer a los demandantes <le
amparo su derecho a que se dicte una nueva resolución judicial en
la que no se tenga en cuenta tal causa de inadrnisión indebidamente
apreciada. sin que sea ·necesario en ningún· caso entrar en la
valoración y enjuiciamiento de las actuaciones posteriores del
Juzgado de Instrucción, ya que como señala el Ministerio Fiscal, la
dimensión constitucional del problema planteado comienza y
acaba en si, al denegarle a los actores la aPelación, se les ha
ocasionado agravio en su derecho a la tutela por parte de los Jueces
y Tribunales.

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
.AUTORIDAD QUE. LE CONAERE LA CONSTITUC10N DE
LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Prime-ro.-Estimar, en parte, el recurso de amparo y declarar Que
la provlgencia del Juzgado df! Distrito núm. 15 de Madrid, dictada·
en los autos del juicio de faltas 1243/1983 con fecha 22 de junio de
1984, infringió el arto 24 de la Constitución. Por ello procede·
declarar la nulidad de la mencionada providencia para que se
restablezca a los recurrentes en su derecho a la tutela efectiva de los
jueces y Tribunales, retrotrayendo las actuaciones al momento
procesal anterior al de dictarse dicha providencia.

Segundo.-Desestimar el recurso de amparo en todo lo demás.-
Publíquese esta Sentencia en el 4<Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid. 7 de febrero de 1986.-Manuel Garcia·Pelayo
y Alonso.-Angel Latoere Segura.-Gloria Begué Cantón.-Manuel
Díez de Velasco Vallejo.-Rafilel Gómez-Ferrer Morant.-Angel
Escudero del Corral.-Finnados y rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

la siguiente

. .
La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por

don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio L1orente, don Luis Díez Picaza y Ponce de León, don
Francisco Tomás y Valiel;ne, don Antonio Truyol Serra y don
Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

L ANTECEDENTES .

Primero.-El día 2 de febrero de 1985 tuvo entrada en este
Tribunal escrito por el que don Francisco Delgado Duque interpo­
nía por segunda vez recurso de amparo constitucional contra el
Auto del Tribunal Central de Trabajo de 25 de octubre de 1983. por
vulneración del derecho a la tutda judicial efectiva y del derecho
a la igualdad. En la demanda de amparo se exponían. sustancial­
mente, los siguientes hechos:

a) El actor. Jefe de sucursal de la Caja Insular de Ahorros de
Gran Canari~ Lanzarote. y Fuerteventura en Tinaja (Lanzarote).
interpuso demanda por despido contra la Empresa, recayendo
Sentencia desestimatoria de la Magistratura de Trabajo núm. 3 de
Las Palmas de 24 de noviembre de 1982, fundada en la rresenta.
ción de dicha demanda fuera de plazo, y en la ausencia de carácter
de relación laboral en el trabajo del actor. ~

b) Notificada la Sentencia el día 9 de noviembre, el día 14
anuncio su propósito de interponer recurso de suplicación Rresen.
tanda escrito en el Juzgado de Primera Instancia de Arrecife, por
no existir Magistratura en Lanzarote, y sin que se llevara a efecto
la comparecencia que establece el artículo 22 'de la Ley de
Procedimiento Laboral al día siguiente en Magistratura. Puestos lo'"
Autos a disposición del Letrado el día 18 de febrero de 1983, el día
24 presentó el recurso 4e 9uplicación.

Ha intervenido el Ministerio Fiscal.
Ha sido ponente el Magistrado don Francisco Pera Verdaguer,

quien expresa el parecer de la Sala.
\

Sala Segunda. Recurso de Amparo número 7711985.
Sentencia número 20/1986. de 12 de febrero de 1986.5951

,
En el recurso de amparo numo 77 de 1985, promovido por don

Francisco Delgado Duque, representado por la Procuradora doña
María Dolores Ortega Agudelo, bajo la dirección del Abogado don
Angel Manuel Cardo Herrero, contra Auto del Tribunal Central de
Trabajo de 25 de octubre de 1983, que acordó tener por no
anunciado ni fonnalizado recurso de suplicación contra Sentencia
de la Magistratura de Trabajo núm. 3 de Las Palmas de Gran
Canaria. de 24 de novtembre de 1983, dictada en proceso por
despido.

En el recurso ha sido parte demandada 'a Caja Insular de
Ahorros y Monte de Piedad de Gran Canarial representada por el
Procurador don Sa'ntos de Gandarillas Carmona. bajo la dirección
de Abogado.
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e) El Tribunal Central de Trabl\io dictó Auto dé 25 de octubre
de 1983, teniendo por DO anunciado ni fonnalizado el recurw· al
haberse presenut.do el escrito en el Juzgado el último día del plaio,
y no haberSe llevado a cabo la comparecencia· ante la Magistratura

.de Trabajo de las Palmas el día siguiente como exige el arto 22 de
la Ley de Procedimiento laboral.
. c;l) Notificado dicho Auto el 21 de diciembre, el mismo día se
lnterpuso~ de súplica, alegando la prictica impOsibilidad de
efectua~ el d~splazamiento. a la isla de-Gran Canaria para presentar
un -esento, siendo la práCtIca la de hacerlo a través del Juzgado de
Arrecife, no como Juzgado de Guardia en el sentido del arto 22 de
la-Ley de Procedimiento laboral. sino como único medio factible
me~io que tambiét;a utiliza la Magist~tura cuando tiene Que envía;·
algun docume~tº; lIualmentt. la Mapstratura se desplaza mensual­
mente a Arrecife para celebrar losjuldos y evitar los desplazamien­
tosa las partes. El recurrente añade que una interpretación estricta
del artículo 22 de la'Ley de Procedimiento Laboral sitúa en
desigualdad a quienes residen en las islas menores frente al resto de
la España peninsu~. El recuno f~e d~stim~dop'or Auto de 21 de

. febrero de 1984, que declara la obltgatona aphcaClon del artículo 22
de la referidfa 1:.ey, y destaca que también la súplica se interpuso
fuera de plazo. .

e) El actor interpuso recurso de amparo el día 12 de abril de
1984, contra dicho Auto, registrándose en el Tribunal con el núm.
272/1984, correspondiente a la Sala SeJunda, por presunta vulnera­
CIón de los arts. 14 y 24.1 de la Constitución. Tras abrir el trámite
de. i~misión por ~ta de invocación fonnal del derecho y falta
mamfiesta de contemdo constitucionaJ en la demanda, la Sección
Tercera. acordó la admisión a trámite del recurso. Habiendo tenido
conocimie~to la Sección de que el actor había interpuesto también
recur:rso d~ easación contra el Auto impugnado acordó mediante
proVidenCia de 10- de octubre, 'después de oír al Ministerio Fiscal
y a la parte, abrir el trámite de inadmisión por la causa sobrevenida
de falta de agotamiento de los recUROS utilizables en la vía judicial
dictándose finalmente Auto de inadmisión por la Sección Tercer~
de este Tribunal el 5 de diciembre de 1984. ..,

f) El citado recurso de casación contra el Auto resolutorio de
la ~úplica fue an~nciado ~r.la parte e~ día 2. de abril de 1984,
ratificándose el día 3 de abnl-en la MagIstratura de Trabajo núm.
3 de J..a¡ Palmas. El Tribunal·Supremo )0 inadmitió por Auto de
25. d~ octul'!t'e de 1984, notificado ,el día 7 de noviembre, por no
eXIStir tal tipo de recurso frente a las resoluciones del Tribunal
Céñtral.

El demandante, computando el plazo 8 panir de la notificación
del Auto de jnadmisión de ·este Tnbunal, realizada el día 9 de enero
de 1985, pues al notificarse el Auto del Tribunal Supremo estaba
aún pendiente ~e resolución el recurso de amparo, formuló nueva
demanda de amparo, que ahora se resuelve, contra el Auto del
Tribunal Céntral de 25 de octubre de 198J, por vulneración de los
arts. 14 Y24.1 de la Constitución Española. La resoJución judicial,
correcta en cuanto al cumplimiento del ordenamiento Jurídico
en~iende .eJ, demandan~ .~ue sitúa en desigUaldad ante ,la '!-f:y a
qUIenes tienen su domIcilIO en lugares donde no existe Magistra­
tura,. obligando, en el caso de autos, a un costoso desplazamiento
a la Isla de Gran Canaria, wr barco o avión, no siempre posible.

Solicita la declaración de nulidad de dicho Auto y de' los que
resuelven los recursos interpuestos contra·él, y ello en el interés de
que se tenga por admitido el recurso de suplicación interpuesto
ante el Tribunal Central de Trabl\io el dia 24 de febrero de 1983
anunciado el día 14 de dicho mes mediante escrito presentado en
el Juzgado de Primera Instancia cíe Arrecife. .

Segundo.-Admitida a trámite la demanda, y recibidas las
actuaciones recabadas de la Magistratura y del Tribunal Central de
Trabajo, ypersonada la Caja Insular de Ahorros y Monte de Piedad
de Gran Canaria, por providencia de 24 de abril se ordenó el
procedimiento por el trámite dealegacioñes escritas que regula el
arto 52.1 de la 4'y O~nj¡;a de este Tribunal, trámite que fue
cumplimentado por las partes y el Ministerio Fiscal.

En sus alegaciones, la parte demandante ha ratificado lo
expuesto· en la demanda de amparo.

la representación de la Caja Insular demandada' ha expuesto
que antes de llegar a este segundo recurso de amparo el señor
Delgado Du;que ha. tenidO que soportar las siguientes resolucionoes,
todas negatIvas:

.24 de noviembre de 1982, Sentencia de la Magistratura de
Trabajo Jlúmero 3 de Las Palmas de Gran Canaria; 25 de octubre
de 1983, Sentencia del Tribunal Central de Trabllio; 21 de febrero
de 19~4, segunda Sentencia del Tribunal Céntral de Trabajo,
rechazando el (eCurso de súplica formulado por el señor Delgado,
7 de nov'émbre de 1984, Auto de la Sala Sexta del Tribunal
Supremo, denegando el recurso de,~saciónque intenta formalizar
el señor Delgado; 5 de dieieml>re de 1984, Auto del Tribunal
Constit.ucional, declarando inadmisible el primero de los recursos
de amparo. -

Ante este conjunto de decisiones parece· patente que la única
razón porla cual el señor Delgado insiste en su recurso de amparo
es por entender que se ha producido en l~ decisión que en su día
adoptó el Tribunal Central de Trabétio violación de los derechos
establecidos en nuestra Constitución, al estimar que el Tribunal
Central aplica con rigor un articulo de la Ley de Procedimiento
Laboral. Bastaría lo expuesto·para comprender que la aplicación de
un precepto jamás puede representar una violación de una norma
constitucional, pero, en todo caso, lo que es evidente es que de
acuerdo con el ano 22 de la Ley de·Procedimiento Laboral, cuando
un recurso se presenta fuera de plazo no hay ninguna posibilidad
de subsanar el defecto.

y ello no representa que las nonnas legales creen situaciones de
desigualdad entre los ciudadanos, ni que-se produzcan discrimina·
ciones por el hecho de que se resida en diferente localidad.
Teniendo plenaconciehcia del plazo para formalizar los recursos,
cualquiera que sea el lugar, y en el momento presente en que· la
facilidad de comunicación es absoluta, lo que no es aceptable es que
se trate de eludir los plazps perentorios que la legislación establece,
y se oJvide de esa comparecencia exigida por la Ley de Procedí.
miento Laboral. El escrito recurso se presentó en el Juzgado de
Primera Instancia de Arrecife correctamente, pero es evidente que
-a las veinticuatro horas siguientes no se compareció ante la
Magistralura de Trabajo que habia dictado la Sentencia, y esa
comparecencia era perfectamente posible por que la distancia entre
Arrecife y Las Palmas, tanto por vía aérea como por vía mantima,
lo permite. .

La parte demandada concluye que la resolución del Tribunal
Central de Trabajo no infringió ninguna norma constitucional.

Tercero.-EI Ministerio Fiscal, en su escrito de alep,ciones
comienza poniendo de relieve los distintos puntos conflictivos que
detecta en la conducta procesal seguida por el ahora recurrente.

Se anuncia el recurso de suplicación el último día del plazo, el
14 de diciembre de 1982 (art. 154 Ley de Procedimiento Laboral).
ante el Juzgado de Arrecife, y se reconoce por el recurrente Que no
compareció ante la Magistratura de Trabajo número 3 de Las
Palmas ,el diasiguiente, como ordena el arto 22 de la Ley de
Procedimiento Laboral, cuestión medular de este asunto, sobre la
que luego volveremos. • .

No obstante establecer la Magistratura de Trabajo- de Las
Palmas, en providencia de 23 de diciembre de 1982, el improrroga­
ble plazo de una audiencia para que el recurrente o la persona en
que delegue por escrito retire los Autos, a fin de formalizar el
recurso de suplicación dentro del también improrrogable plazo de
diez días (an. 154 Ley de Procedimiento Laboral), lo cierto es que.
notificada aquella providencia el 17 de enero de 1984, el recurrente
no acude a Las Palmas, sino que recibe tos Autos en Arrecife el 18
de febrero de 1983, y en el mismo Juzgado de Arrecife presenta el
escrito-de formalización del recurso el 24 de febrero de 1983, cuyo
escrito no llega a la Magistratura de "f.i"abajo de Las Palmas hasta
el 14 de marzo· de 1983.

Notificado el recunente .el 20 de diciembre de 1983 del Auto del
Tribunal Central de Trabajo (fecha 25 de octubre de 1983); en el

. que .se tiene 'por no anunciado ni formalizado ~I recurso de
suplicación, presenta· 10 que lJama «recurso de reposición», contra
el anterior Auto, el 21. de diciembre de 1983, en el Juzgado de
Arrecife, por 10 que este recurso no se recibe en la Magistratura de
Trabajo de Las.Palmas hasta el 19.de enero· de 1984, y, a parte de
la impropia denominación, que debió ser la de recurso de súplica
como se pone de relieve, interesa'destacar que siendo este recurso
inmediato posterior a la hipotética lesión de derechos fundamenta·
les que se estima por el recurrente, pro4ucida en el Auto del
Tribunal Central de Trabajo de 25 de octubre de 1983, no se invoca
formalmente la violación de derechos· fundamentales, estrictu
sensu, en lo Que hace al an.· 24.1 de nuestra Constitución, en
absoluto, y, en lo que respecta al arto 14 de la misma, solamente con
la frase... «nos coloca en una situación de notoria desventaja con
el resto de la España peninsular, ya que no es lo mismo desplazarse
doscientos kilómetros por carretera que doscientas millas marinas
por barco o avión». -

Por el ",ntrario, al interponer recurso de casación ante el
Tribunal Supremo, lo anuncia el día 2 de abril de 1984, en el .
Juz~do de Arrecife, y comparece al día siguiente, 3, en la
Magistratura de Trabajo de Las PaJmas... «pára cumplir 'con el
artículo 22 de la Ley de Procedimiento Laboral». Es decir, cumple
el requisito procesal del arto 22 citado cuando interpone un recurso
manifiestamente improcedente.

Oculta conscientemente al Tribunal Constitucional la penden·
·cia del recurso de casación cuando el12 de abril de 1984 interpone,
'además, recurso de amparo constitucional, hasta el punto de que
este Alto' Tribunal, una vez comproba,do ·8Quel extremo, se ve
obligado a manifestar al recurrente en su Auto de 5 de diciembre
de. 1984 (recurso de amparo 272/(984) que «ha faltado a la·lealtad
debida al Tribunal». .

Por último, el recurrente, conocedor desde el 7 de noviembre de
1984 de que el Tribunal Supremo no ha admitido a trámite su
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recurso de casación, pennanece inactivo y en silencio hasta que es
notificado de Ja inadmisi6n de su recurso de amparo constitucional
el 9 de enero de 1985, fecha Que, según -su criterio, debe constituir
el comienzo del plazo de veinte días que fijó el arto 44.2 de la LOTe
para interponer el segundo recurso de amparo, lo Que verifica justo
el último día de ese plazo por él señalado, olvidando los concretos
términos del citado precepto 44.2, que dice: 4<••• veinte días a partir
de la notificación de la resolución recaí<;la en el proceso judicial».

La conducta procesal del recurrente no parece, en consecuencia
con lo expuesto, demostrativa de la precisión y celeridad que la Ley
exige. Se espera al último día de los plazos para la interposición de
los recursos (suplicación. amparo). colocándose así voluntaria­
mente en una situación excepcional. que no es otra que la que
contempla el arto 22 de la Ley de Procedimiento Úlboral, y llegando
a la posible extemporaneidad" en el planteamiento del segundo
recurso de amparo al sobrepasar con creces los veinte días desde la
notificación de la resolución recaída en el proceso judicial (artículos I
50.1. a. y 44.2 WTC). I

No sé cumple tampoco el plazo fijado por la Magistratura para
la formalización del recurso de suplicacIón, y, sin embargo, el
recurrente pretente cumplir 10 dispuesto en el arto 22 de la Ley de
Procedimiento Laboral cando 'interpone un recurso, el de casación,
manifiestamente improcedente. cuya pendencia oculta al Tribunal
Constitucional después. Utiliza impropiamente el ténnino«recurso
de reposición» y la. invocación en él a la supuesta violación de
derechos fundamentales es tan leve que pudiera no serie aplicable
el arto 44.1, c) y 50.1, b) de la LOTC, gracias al criterio de
flexibilidad que en este punto constituye doctrina del Tribunal
Constitucional..

Lo dicho es constitutivo de una posible causa de _inadmisión.
Pero ello, no obstante, y entrando en el fondo de este asunto, la
cuestión planteada se concreta a determinar si se ha producido
vulneración de los arts. 14 y 24.1 de la ConstituCÍón Espaflola,
porque el Tribunal Central de Trabajo declaró no anuncIado ni
formalizado el recurso de suplicación, al no haber comparecido el
recUrrente en la Magistratura de Trabajo de Las Palmas, al día
si~uiente del añuncio hecho en Arrecife (art. 22 Ley de Procedi­
mIento Laboral). Los argumentQ$ de desigualdad derivados de
residir en Atrecife en lugar de en la _península, o con respecto a
quienes residen en el sitio donde existe Magistratura de Trabajo, no
se revelan consistentes. El interesado se encontraba necesariamente
representado. por su Letrádo. o Procurador (art. 184 Ley de
Procedimiento Laboral), y este profesional debía conocer y tener
previsto, en su caso, el requisito establecido por el(art. 22 de la Ley
~ocesal Laboral, máxime cuando la exigencia es mera consecuen­
C1a de haberse colocado la parte voluntariamente en esa situación
excepcional nacida de esperar al (¡Itimo día para anunciar el recurso
de suplicación, post\lT8. por otra parte reiterada a lo largo del
proceso.

Pero debe advertirse, incluso, que el recurso de suplicación se
anunció y se formalizó fuera de plazo porque el requisito que
establece el arto 22 de la Ley de ProcedimIento Laboral lo es
respecto de la preseqtación de escritos o documentos ante el
Juzgado de la Sede de Ül Magistratura, lo que, eÍl el caso que se
examina, pudiera resultar inaplicable. Es decir, el arto 22 se refiere
a la presentación, cuando ésta se realiza el último día, en horas que
no está abierto el Registro de la Magistratura, y se establece por
~ón de tiempo, más que de di~tancia; al considerarse la presenta- ,
clOn hecha en el Juzgado de la Sede de la Magistratura, lo que
imPide cualqUIer desigualdad rar razón de la distancia o situación
geográfica entre el Jqu,ado y a Magistratura.

La pretensión del recurrente de que se concedan distintos plazos
a los peninsulares e insulares, o a los que estén más o menos
próximos a la Magistratura, o se establezca el auxilio del Juzgado
pertinente, es cuestión distinta que no se estima vulneradora del
derecho de i~ualdad consagrado en el arto 14 de la Constitución
Espanola.

Por las razones expuesta" al haber mueltn el Tribunal Central
de Trabajo con arreglo a la legalidad (art. 154 Ley de Procedi­
miento Laboral) no parece ta.ri1poco conculcado et derecho a la
tutela judicial efectiva, consagrado en el arto 24.1 de la Constitución
Espapola. . .

En consecuencia con lo dicho. el Ministerio Fiscal interesa Que,
de conformidad con los arlS. 53, b), 86.1 y 80 de nuestra Ley
Or,ánica, se dicte sentencia denegando el amparo en los términos
sohcitados por el recurrente.

Cuarto.-Señalado para deliberación y votación del recurso el
día 9 de octubre de 1985, pOr providencia de ese mismo día, se
acordó poner de -qtanifiesto a los comparecidos en este proceso
constitucional de amparo la eventual existencia de la causa de
inadmisibilidad establecida en el 3rt. 44.1, c), en relación con el
50.1, b) de la Ley Orgánica de este Tribunal, sobre invocaCión
formal en el proceso previo del derecho constitucional vulnerado,
lo Que podría detef1I1inar la desestimación del recurso, cancedién-

dose ef término común de diez días para el, trámite de' audiencia
previsto en el art... 84 de la propia Ley.

La parte demandante ha, alegado que la violación producida se
imputa al Auto del Tribunal Central de Trabajo de fecha 25 de
octubre de 1983, contra el cuál sólo cabía recurso de súplica, ·110
habiendo existido, pues, oportunidad de realizar tal alegaCIón, mas
que en dicho recurso de suplica, recurso que impropiamente
denominado de reposición es interpuesto por su parte con fecha 21
de diciembre de 1983. En dicbo recurso de súplica se indica
textualmente «UIl8 interpretación estricta de· dicha norma nos
coloca en una situación de notoria desventaja con el resto de la
EsPaña peninsular», lo que si bien es cierto, no invoca formalmente.
en el derecho constitUCional vulnerado, numéricamente sí parece
hastante para que el órgano judicial tenga la oportunidad de
pronunciarse, sobre dicho extremo. Lo Que ~fect1vamente hace'
cuando en el único considerando. del Auto de 21 de febrero de 1984
dice: «... pues por muy peninsular que sean las condiciones y
circunstancias de los litipntes ante la jurisdicción laboral que
residen en las islas Cananas, y sensibles las consecuencias deriva·
das de ello. el terminante precepto del arto 22 de la Ley de
Procedimiemo Laboral, en tarito se encuentre vigente, al iSual que
cualquier otro que forme parte de nuestro ordenamiento Juridico,
ha de ser inexcusablemente guardado y cumplido por la Sala».

Es decir, sin enumerarse quedan claIamente captados por el
Tribunal de Instancia los arts. 14 Y24, derechos a la igualdad y a
la tutela jurisdiccional, y siguiendo el propio criterio de esta Sala
segunda en la sentencia de fecha 12 de julio de 1982, recurso de
amparo 35/1982 Fundamento Jurldico primero: «... este precepto
ha de interpretarse con criterio finalista, 'de manera que no debe.
tratarse de la invocación numérica de un articulo del· texto
fundamental, sino del derecho cuya violación se pretende come­
tida», que no ha sido invocado dicbo derecho de un inodo claro y
taxativo, al decir: «... nos coloca en una situación de notoria
desventaja con el resto de la España peninsular», es cierto, pero
dicha frase, así como el resto del contenido del recurso giran en
torno al mismo hecho, que se hace llegar al órgano judicial, de un
modo, eso si, muy poco formalista.

La representacIón de la entidad demandada ha alegado que es
evidente el hecho de que en el proceso previo a lo que se estima
Derecho Constitucional vulnerado, la presentación del demandante
no invocó ninguna norma de Derecho Constitucional vulnerado
que justificara posteriormente el recurso de amparo. .

Finalmente, el Ministerio Fiscal ha expuesto que reitera lo ya
dicho en. el escrito de alegaciones de dicho Ministerio Público,
fecha 23 de mayn de 1985, en el que se aludia a la citada causa de
inadmisión inSIstiendo igualmente ahora en la posibilidad de su
estimación. .

Quinto.-Por providencia de 15 de enero de 1986 se señaló para
deliberación y votación del recurso el día S de febrero siguiente.

l.• FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-Tras Ponerse de manifiesto la eventuat existencia de
la causa de inadmisibilidad establecida en el arto 44.1, c), en
relación con el 50.1, b) de la Ley Orgánica de este Tribunal. sobre
invocación formal en el proceso previo del derecho constitucional
vulnerado, lo que en la fase actual podría determinar la desestima·
ción de este recurso de amparo, alega la recurrente que aquella
invocación debe entenderse producida al expresarse en el escrito de
interposición del recurso de súplica ante el Tribunal Central de
Trabajo que «una interpretación estricta de dicha norma nos coloca
en una situación de notoria desventaja con el resto de la Esraña
peninsular», siendo la norma a la que se alude la que integra e arto
22 de la Ley de Procedimiento Laboral. .

Si cOn tan parca alusión al derechoestablecído en el art 14 de
la e.E. se quiere c;:umplir con la exigencia de que se trata, es de toda
evidencia que está acreditada la más absoluta marginación de lo
atinente al derecho consagrado en el art. 24 del mismo texto, por
lo que la desestimación -en cuanto al mismo- no admite diSCUSIón.

Segundo.-Aunque con un criterio de amplia generosidad
pudiera admitirse cumplida la exigencia de constante referencia
-previa invocación del derecno constitucional vulnerado- ',en lo
que afecta al art. 14 de la C.E., hay que.decir que la desestimación
de este recurso de amparo se Impone igualmente, porque la
presunta desigualdad denunciada se imputa realmente a la Ley (de
Procedimiento Laboral en su arto 22), Yno. frente a lo que se dice,
a una presunta interpretación de la norma, puesto que es la estricta
aplicación de la misma la que se viene a considerar incostitucional,
Siendo pues patente que incluso pudo inadmitirse el recurso por
manifiesta falta de contenido constitucional (art. 50.~, b, LOTC).

Porque, en realidad, la desi8ualdad alegada no lo' es de índole
juridica, sino de hec~ y consiste en,.la distinta posición que uno
u otros sujetos tengan en relaciÓJI a una norma general que se aplk
a todos por igual. y que no establece diferencia alguna, .siend
evidente que una desigualdad de este tipo carece de transcendenc:
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jurídica para fundamentar la pretensión de amparo. La Ley, al
establecer el modo de presentación en el Juzgado de Guardia, el
último día del plazo. y fuera de las horas de Registro, siempre que
se produjese la comparecencia en Magistratura al día siguiente para
hacer constar haberlo así, sienta un principio general que no
diferencia por el lugar de residencia del sujeto. Es daro que
corresponde a la Ley apreciar las razones que pueden existir para .
establecer distintas exigencias en atención a las distintas situaciones
de hecho, dándoles o no relevancia jurídica, de fonna que cuando
no considera suficientemente relevante alguna de estas diversas
situaciones, no vulnera el principio de igualdad, pues la diferencia­
ción obligada de todo lo diverso es contraria al elemental principio
-de .generalidad de la Ley eimposibilitaria la ordenación de las
relaciones jUrídiCfs.

5952 PLENO.- Cuestión de inconstitucionalidad número
47011983. Sentencia número 2111986, de 14 de
febrero.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Manuel García·Pelayo y Alonso, Presidente, y don Jerónimo
Arozamena Sierra, don An,el-latorre Segura, don Manuel Díez de
Velasco Vallejo, don FrancIsco Rubio Llorente, Doña Gloria Segué
Cantón, Don Luis Diez Picazo, don Francisco Tomás y Valiente,
don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Angel Escudero del Corral,
don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Verdaguer,
Magistrados, ha pronunciado

I
- EN NOMBRE DEL REY

la siguiente'

SENTENCIA

En' la cu~stión de inconstitucionalidad núm. 470/1983, plan­
teada por el Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Palencia, por
supuesta inconstitucionalidad del arto 16, párrafo 2, de la Ley
40/1980, de 5 de julio, sobre inspección y recaudación de la
Seguridad Social. Han sido partes el fiscal General del Estado y el
Abogado del Estado, y ponente el 'Magistrado don Manuel Diez de
Vel~sco Vallejo, que expone el parecer del Tribunal. .--'

l. ANTECEDENTES

Primero.-Por Auto de 21 de junio de 1983, el Juzgado de
Primera Instancia ftúm. 2 de Palencia eleva a este T. C. cuestión de
inconstitucionalidad referida al art. 16, párrafo 2.°, de la Ley
40/1980, sobre inspección y. recaudación de la Seguridad Social, en
relación a su compatibilidad coJ.1 lo dispuesto en los arts. 24,
núm. 1 y 117, núm. 3, de la Constitución Española (CE). La Sección
Segunda' del Pleno de este Tribunal, por providencia de 18
de julio de 1983, acordó interesar del Juzgado la remisión del
testlm?nio literal de los Autos principales del proceso y de las
ale~C:lODes de l~s partes, en ~I t~mite del atto 35, núm. 2, de la Ley
orgamca del TnbunaI CQnstJ.tu~lonal (LOTe), lo que llevó a cabo
el Juzgado con fecha 20 de JulIo del mismo año.

La cuestión se -plantea dentro del jujcio declarativo ordinario
543/1982, cuyos elementos esenciales son los siguientes";

a) .A instancias de la Tesoreria General de la Seguridad Social,
la MagIstratura de Trabajo de Palencia inició diversos expedientes,
por descubiertos de la Empresa ,Industrial Quesera Campoman»,
en las cotizaciones de los seguros sociales. En virtud de tales
expedientes se procedió al embargo de un vehículo industrial, como
propiedad de la Empresa deudora, acordándose por la Magistratura
de Trabajo su venta en- pública subasta;

b) Ante tal decisión, la Empresa .Vicauto, Sociedad Anów

nimB», interpuso demanda' de tercería de dominio --contra la
Tesorería General de la Seguridad Social y la Entidad mercantil
«Industrial Quesera Campoman». La Empresa demandante solici­
taba se dejara sin efecto el embargo, asi como cualquier anotación
hecha o medida adoptada en relación con el CItado vehículo
industrial, y recababa del Juzgado librase exhorto a la Magistratura
de Trabajo a fin de que dejara igualmente sin efecto la subasta
anunciada. Fundaba su soliCitud la demandante en que tal vehículo
había sido vendido por ella a plazos 8 «Industrial Quesera
Campomam., paetándose expresamente que la vendedora se reser­
vaba -el dominio de dicho vehiculo hasta el total pago del precio,
pago que la compradora no realizó, lo que dio lugar en su
momento, al juicio ejecutivo 379/1982, ante el Juzgado de Primera
Instancia núm. t de Palencia. Con la demanda de tercería de
dominio se aportaba el documento de contrato de venta, en que
constaba la reserva de dominio al·vendedor hasta el total pago de
la cantidad adeudada..

FA LLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE .LE CONfiERE LA CONSTITU­
ClON DE LA NAClON ESPANOLA

Ha decididq:

Denegar el amparo solicitado en este recurso a nombre de don
Francisco Delgado Luque. "

Madrid, 12 de febrero de 1986.-Jeronimo Arozamena Sie·
rra.-Francisco Rubio L1orente.-Luis Diez Picazo.-Francisco
Tomás y Valiente.-Antonio Truyol Serra.-Frandsco Pera Verda­
guer.-Firmados y rubricados.

c) Admitida a trámite la demanda, se acordó dar traslado a los
demandados. personándose en los Autos la Tesorería General de la
Seguridad Social, declarándose en rebeldía a la Entidad «Industrial
Quesera Campoman». La Tesorería General de la Seguridad Social
propuso excepción dilatoria de falta de reclamación previa, según
prevé el arto 533, núm. 7, de Ja Ley de Enjuiciamiento Civil, ya Que
el an.16, núm. 2, de la Ley 40/1980, de 5 de julio, sobre inspección
y recaudación de la Seguridad Social, establece literalmente que
«corresponden a la Tesorería General la resolución de las tercerías
que se susciten en el procedimiento de apremio y su interposición
ante dicho órgano será requisito previo para que puedan ejercitarse
ante los Tribunales de la ¡"urisdición ordinaria»: Al no haberse
producido la preceptiva rec amación previa no procedía continuar
el trámite de la demanda principal, sino que habría de suspenderlo
en tanto no se presentara y resolviera tal reclamación.

d) «Vicauto, Sociedad Anónitna», se opuso a la excepción
presentada alegando, entre otras f81:ones, la ¡nconstitucionalidad
del ano 16, núm. 2, mencionado de la Ley 40/1980. de S de iulio.
citada, en reladón con los ans. 9.o~ núm. 1; 24, núm; 1; 33, número
1; 53, núm. 1, y 117, núm. 3 de la CE, entendiendo Que era
pertinente plantear cuestión -de inconstitucionalidad al amparo
de lo establecido en los ans.. 163 de la CE y 3S de la LOTe.

Por providencia de 4 de junio de 1983, el Juzgado acordó se
oyera a las partes y al Ministerio Fiscal para que alegasen lo que
consideraran pertinente sobre el planteamiento de la cuestión de
inconstitucionalidad. El Ministerio Fiscal fue del parecer de que era
evidente la colisión entre la citada Ley y lo mandado en el arto 117,
núm. 3 de la CE, por lo que procedería el planteamiento de la
cuestión. Por su parte, la Tesorería General se opuso al mismo, por
estimar que lo previsto en el art. 16 de la Ley citada de S de julio
de 1980 no suprime ni entorpece· la intervención de los órganos
realmente decisorios de la tercería, sin merma, por lo tanto del
derecho a juzgar y hacer ejecutar lo juzgado que compete a los
Jueces y Tribu~ales ordinarios, y

. e) por Auto de 21 de junio de 1984, el Juzgado acordó elevar
la cuestión de inconstitucionalid¡;¡d al Te por considerar que la
mencionada disposición podría contravenir lo dispuesto en el
anículo 24, núm. 1, de la CE, que otorga a todos los españoles el
derecho a la tutela eíectlva 'de Jueces y 1nbunales, al imponer una
limitación a tal posibilidad cuando determina la competencia de la
Tesorería General de la Seguridad Social para la resolución de las
terceñas Que se promuevan en el procedimiento de apremio, COn
posible infracción asimismo de lo dispuesto en el arto 117, número
3 de la CE.

Segundo.-La Sección Segunda de este TC, por providencia de
28 de septiembre de 1983, acordó admitir a trámite la cuestión
planteada y dar traslado de la misma al Congreso de los Di~tados

, y al Senado, aJ Gobierno y al Fiscal General del Estado, para que
en el plazo de quince días pudieran personarse en el procedimiento
'1 formular las alegaciones que considerasen pertinentes. Acordó
ls\!almente publicar la incoación de la cuestión en. el «Boletín
Oficial del Estado» y acusar recibo aJ.-Juzgado promovente.

Tercero.-'Dentro del plazo fijado, señala el Ministerio Fiscal en
sus,alegaciones que debe plantearse como cuestión previa si, en este
caso, procede nevar a cabo un pronunciamiento sobre el carácter
constitucional o inconstitucional del precepto debatido, ya que
podría considerarse que, de acuerdo con la disposición transitoria
segunda de la Ley 40/1980, de S de julio, «hasta tanto no se
disponga !o contrario, subsistirá la competencia de la Ma$istratura
de TrabajO para reclamar en vía de apremio los débItos a la
Seguridad Social», por lo que el procedimiento a segÚir, en caso de
promoverse tercería de dominio en estos supuesto, sería el previsto
en los ans. 126 a 132 de la Ley de ProcedImiento Laboral (LPL),
que no incluyen mandaro relativo a Ja necesidad de
resolución previa por parte de la Tesorería General de la Seguridad
Social. Si así fuera, esto es, si no. fuera aplicable aquí el arto 16 de


